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Acta No. 569 de octubre 28 de 2009
Decide la Sala la impugnación que la demandada presentó contra la sentencia del 17 de septiembre del presente año, proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local en la acción de tutela que Luis Alfonso Arbeláez Pinzón le promovió a la ESE Rita Arango Álvarez del Pino en Liquidación. 
  



ANTECEDENTES

Con el fin de que se le protegieran los derechos fundamentales al debido proceso, a la vida en condiciones dignas, a la seguridad social, a la igualdad y al amparo especial de las personas de la tercera edad, Luis Alfonso Arbeláez Pinzón demandó a la ESE Rita Arango Álvarez del Pino en liquidación, entidad que los viene vulnerando, afirma, porque le ha negado el reconocimiento y pago de la pensión convencional a que tiene derecho. 
Para sintetizar su extenso escrito inicial, dijo el demandante que se ha desempeñado como odontólogo por más de 20 años, al servicio del Instituto de Seguros Sociales, primero, y de la ESE Rita Arango Álvarez del Pino, después, una vez escindido aquel, según Decreto 1750 de 2003; nació el 3 de abril de 1954, es decir que para la fecha de promoción de la acción superaba los 55 años de edad, lo que significa que reúne los requisitos para obtener la pensión convencional consagrada en los artículos 98 y 101 de la convención colectiva suscrita entre el ISS y el Sindicato de Trabajadores de la Seguridad Social -SINTRASEGURIDAD SOCIAL-; solicitó el reconocimiento de la prestación, pero le fue negada mediante Resolución No. 000649 del 29 de mayo de 2009; interpuso recurso de reposición que también le fue desfavorable, de acuerdo con la Resolución No. 000814 del 31 de julio pasado. 

Con esas decisiones se vulneraron los derechos mencionados, lo cual sustenta en diversos pronunciamientos de la Corte Constitucional, incluso en lo atinente a la vigencia de la convención colectiva y su aplicación en el caso concreto.

Pidió, en consecuencia, que se le ordene a la entidad, por medio de su liquidador, reconocer y pagar la pensión aludida, y terminó su intervención aludiendo a las razones por las cuales esta acción es viable.

Admitida, se dio traslado a la accionada que en tiempo se pronunció por medio de la apoderada general del liquidador; después de recordar algunas disposiciones legales relacionadas con la supresión de la ESE y con una modificación de su planta de personal, dijo que la acción no tiene cabida en este caso por varias razones: porque el demandante no es beneficiario del régimen unificado y general de pensiones establecido en las normas de transición de la Ley 100 de 1993, porque no reúne los requisitos que en su momento exigió el artículo 36 de esa normativa; porque la convención colectiva es un contrato bilateral que sólo aplica a quienes la suscribieron y la ESE no lo hizo, su campo de aplicación es restringido en tanto cobija sólo a trabajadores oficiales, no se le puede hacer extensiva a empleados públicos ni a terceros, en este caso no ha existido una sustitución patronal, ni puede hablarse de derechos adquiridos cuando se cambia de régimen de trabajador oficial a empleado público, y el reconocimiento de cualquier beneficio convencional está limitado en el tiempo hasta el 31 de diciembre de 2004; porque el demandante cuenta con otros mecanismos de defensa judicial ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo para discutir la viabilidad de la pensión que reclama; y porque, en todo caso, no se le ha afectado ningún derecho fundamental, ya que al terminar su relación laboral se le pagará una indemnización que tiende a resarcir el daño causado.

El juzgado dictó sentencia en la que, acogiendo recientes pronunciamientos de la Corte Constitucional, particularmente en lo que tiene que ver con la aplicación de la convención colectiva a personas como la ahora demandante, le ordenó a la Ese Rita Arango Álvarez del Pino en Liquidación, proceder a reconocer y pagar al señor Luis Alfonso Arbeláez Pinzón, la pensión de jubilación por haber cumplido los requisitos exigidos en la convención colectiva.

Inconforme la entidad accionada impugnó, porque además de las precisiones que hizo en su respuesta, de las que reiteró que no se le puede aplicar la convención colectiva a un empleado público, agregó que no es viable reconocer derechos definitivos por esta vía y que no es cierto que terminado el proceso de liquidación, quienes fueron trabajadores de la empresa queden desamparados para alegar sus derechos, pues, las pensiones de jubilación quedarán a cargo del Instituto de Seguros Sociales en aplicación de lo dispuesto por los artículos 17 y 18 del Decreto 452 de 2008, y no se está aquí frente a un perjuicio irremediable.
Ahora se resuelve lo pertinente, previas estas: 
CONSIDERACIONES

Debe definirse en este caso si, como lo planteó el juzgado, es viable acceder al beneficio prestacional reclamado por Luís Alfonso Arbeláez Pinzón por esta vía, o si como alega la entidad accionada, debe él acudir a otros mecanismos de defensa judicial.
En realidad, la sentencia de primer grado viene apoyada en una muy reciente decisión de la Corte Constitucional que en todo su contexto destaca otras anteriores en el mismo sentido, según las cuales son evidentes varias cosas: (i) que la acción de tutela se erige en un mecanismo idóneo cuando, en casos como estos, en los que está de por medio la liquidación definitiva de una entidad, las decisiones que allí se adoptan afectan los derechos de los trabajadores; (ii) que la convención colectiva suscrita entre el Instituto de Seguros Sociales antes de ser escindido y sus trabajadores, ha conservado su vigencia en el tiempo; y (iii) que ese acuerdo aplica a los trabajadores que por causa de la escisión, pasaron a prestar servicios a las Empresas Sociales del Estado creadas en virtud del Decreto 1750 de 2003, aun cuando hubiesen cambiado su naturaleza de oficiales a públicos.
En efecto, la inminencia de los últimos actos de liquidación de la ESE Rita Arango Álvarez del Pino para cuando fue propuesta esta acción de tutela, que estaban dados para el 30 de septiembre del presente año y se prorrogaron hasta el 2 de octubre (Decretos 2859 y 3785 de 2009), tornaban apropiado este mecanismo para el demandante, con miras a obtener la satisfacción plena de sus derechos fundamentales, porque su inexorable desaparición, que en efecto ocurrió, hacía decaer la eficacia de los otros mecanismos de defensa judicial con los que podía contar, máxime cuando, como se verá, la reclamación que él hizo a la misma entidad le fue negada a pesar de que cumplía los requisitos convencionales para acceder a la pensión.
En cuanto a lo segundo, en la sentencia T-1166 de 2008, para citar sólo un caso, expuso la alta Corporación que: 

“Adicionalmente, la Sala observa, en relación con la vigencia de la Convención Laboral Colectiva pactada entre el ISS y el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Seguridad Social de 1 de noviembre de 2001, que el artículo 2º de dicho acuerdo, señala:
 
“ARTÍCULO 2.   VIGENCIA DE LA CONVENCIÓN 
 
La presente Convención Colectiva de Trabajo tendrá una vigencia de tres años contados a partir del primero (1) de Noviembre de dos mil uno (2001) hasta el 31 de octubre de dos mil cuatro (2004). Salvo los artículos que en la presente Convención se les haya fijado una vigencia diferente.”
 
Sin embargo, aunque el término de vigencia previsto en la Convención se encuentra superado en la actualidad, el artículo 478 del Código Sustantivo del trabajo, prevé lo siguiente:
 
ARTÍCULO  478. Prórroga automática. A menos que se hayan pactado normas diferentes en la convención colectiva, si dentro de los sesenta (60) días inmediatamente anteriores a la expiración de su término las partes o una de ellas no hubiere hecho manifestación escrita de su expresa voluntad de darla por terminada, la convención se entiende prorrogada por períodos sucesivos de seis (6) en seis (6) meses, que se contarán desde la fecha señalada para su terminación.
 
Es de concluir, entonces, que la Convención Colectiva de Trabajo suscrita entre el ISS y el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Seguridad Social, pese a que se encontraba vigente, en principio, entre el primero (1) de noviembre de dos mil uno (2001) y el 31 de octubre de dos mil cuatro (2004), está sujeta a las prórrogas sucesivas que, por mandato del artículo 478 del Código Sustantivo de Trabajo, se extienden hasta que se den los supuestos previstos en la jurisprudencia transcrita y que consisten, esencialmente, en que la convención suscrita en el 2001 sea reemplazada por una nueva convención o sea modificada por un laudo arbitral. 
 
En síntesis, esta Sala observa que al no existir prueba de que haya una nueva convención colectiva o un laudo arbitral que la reemplace,  la convención de 1º de noviembre de 2004 se encuentra vigente y, por ello, sus efectos se extienden a los trabajadores de la E.S.E Luís Carlos Galán Sarmiento, en los términos de las sentencias C-314 y C-349 de 2004” 
Esto quiere decir que en el caso del ahora demandante, ha estado cobijado por la vigencia de la convención colectiva, dado que su vínculo con la entidad se mantuvo en el tiempo hasta el último acto de liquidación. 

Y por el tercer aspecto, también puede recurrirse a lo que la Corte ha venido sosteniendo sobre la aplicación de la convención colectiva mencionada.  En la sentencia T-112 de 2009, que fue la que sirvió de fundamento al Juzgado para resolver como lo hizo, recordó esa autoridad que: 
 


“En efecto, en la sentencia C-314 de 2004, M.P, Marco Gerardo Monroy Cabra, se estudió la constitucionalidad del artículo 18 del Decreto 1750 de 2003[15], que estableció como derechos adquiridos las prestaciones sociales causadas y las que hayan ingresado al patrimonio del servidor. La Corte declaró la inexequibilidad de la expresión “se tendrán como derechos adquiridos en materia prestacional las situaciones jurídicas consolidadas, es decir, aquellas prestaciones sociales causadas, así como las que hayan ingresado al patrimonio del servidor, las cuales no podrán ser afectadas.” A juicio de esta Corporación, dicha expresión restringía el ámbito constitucional de protección de los derechos adquiridos.
   


Para arribar a esta conclusión la Corte argumentó, entre otras cosas, que mediante la citada definición restrictiva de lo que constituye un derecho adquirido, se dejó por fuera los derechos obtenidos mediante convenciones colectivas de trabajo celebradas por los trabajadores oficiales cuyo régimen fue transformado por el de empleados públicos. Al respecto se sostuvo: 
   


Al ser el acto regente de los contratos laborales ejecutados durante su vigencia, la convención colectiva de trabajo es considerada por la jurisprudencia como una verdadera fuente de derechos y obligaciones. Pese a las diferencias que pudieran suscitarse respecto de su naturaleza jurídica, el acuerdo básico al que ha llegado la jurisprudencia es que la convención colectiva de trabajo es ley para las partes, pues entraña la creación de un subsistema jurídico de cobertura restringida al cual deben someterse trabajadores y empleador en el desarrollo de su relación laboral.
 
  


(…)
 
  


Ya que la convención colectiva de trabajo es un sistema jurídico que rige contratos de trabajo determinados, es posible afirmar que, en lo que respecta a los trabajadores cobijados por ella, aquella es fuente de derechos adquiridos por lo menos durante el tiempo en que dicha convención conserva su vigencia. Por lo mismo, dado que la definición prevista en el artículo 18 del Decreto 1750 de 2003 deja por fuera los derechos derivados de las convenciones colectivas de trabajo por el tiempo en que fueron pactadas, aquella resulta restrictiva del ámbito de protección de tales derechos de conformidad con el contexto constitucional y, por tanto, debe ser retirada del ordenamiento jurídico.
 



En consecuencia, es claro que a la accionante le es plenamente aplicable la convención colectiva suscrita entre el ISS y SINTRASEGURIDAD SOCIAL, así haya sido trasladada del ISS a la ESE Luis Carlos Galán y haya cambiado la naturaleza de su vinculación laboral, pues los derechos y prerrogativas consagrados en ésta son derechos adquiridos que deben ser respetados mientras la convención conserve su vigencia.” 
 
Este mismo argumento responde a los que en esta oportunidad vuelve a plantear la parte accionada, según los cuales como el odontólogo Arbeláez Pinzón terminó siendo empleado público, no puede estar cobijado por la convención colectiva, lo que es contrario a lo dicho por la máxima intérprete de la Constitución Nacional desde cuando se sometieron a su escrutinio situaciones fácticas similares a la presente, en el sentido de que sí lo cubren sus beneficios. 
Dicho lo anterior, ante la ineficacia de los medios de defensa judicial con que contaba el accionante, según ha quedado establecido, era pertinente que se ampararan sus derechos, aunque no en la forma en que lo hizo el juzgado que dispuso, de una vez, que se le reconociera la pensión convencional, sin tener en cuenta que la regla general es que el juez constitucional no puede, por este medio, impartir ese tipo de órdenes tendientes a dirigir el comportamiento de las autoridades.  Lo que ha debido ocurrir es que se le ordenara a la ESE Rita Arango Álvarez del Pino, por medio de su liquidadora, que procediera a revisar nuevamente la situación del demandante, teniendo en cuenta lo dicho sobre la vigencia de la convención y su aplicación a quienes siendo trabajadores oficiales del ISS pasaron como empleados públicos de aquella entidad, y a decidir si era beneficiario o no de ese derecho. 

En ese sentido habría que modificar el fallo de primer grado.  Sin embargo, ha ocurrido un hecho sobreviniente que impide que así suceda, porque la orden habría que impartírsela a quien en la actualidad ya no tiene existencia jurídica porque su proceso de liquidación terminó definitivamente el pasado 2 de octubre. 
En efecto, aparece publicada en el Diario Oficial 47.495 del 7 de octubre de 2009 el “ACTA FINAL DEL PROCESO LIQUIDATORIO DE LA EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO RITA ARANGO ÁLVAREZ DEL PINO EN LIQUIDACIÓN”, en virtud de la cual esta entidad, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 19 de la Ley 1105 de 2006, modificatorio del artículo 35 del Decreto 254 de 2000,  celebró el contrato de fiducia mercantil número 31-11991 de 2009 y el otrosí número 01 del mismo año, “cuyo objeto es la administración por parte de la Fiduprevisora S.A. del patrimonio autónomo a integrarse con los activos que le transfiera la ESE; efectuar los pagos con cargo a dichos recursos y administrar los procesos judiciales, contratos y reservas cedidos por la liquidación de la mencionada Empresa Social”.
En esas condiciones, y siendo que la Fiduprevisora S.A. no fue vinculada a este trámite, como no podía serlo porque para la fecha de su promoción no se había puesto fin a la liquidación, y ante el desconocimiento actual de los términos del contrato suscrito entre ella y la liquidadora de la ESE Rita Arango Álvarez del Pino, que tampoco podría ser escrutado sin violentar el derecho a la defensa que a la Fiduprevisora S.A. le incumbe, la cuestión ha caído en un plano diferente, que es la carencia actual de objeto, por lo menos en lo que a la entidad accionada se refiere, sin que ello signifique, claro está, que el demandante no pueda accionar, ya por la vía administrativa, ora por la constitucional, si considera que sus derechos fundamentales siguen lesionados, para obtener de quien corresponda el reconocimiento de la prestación que reclama.

En consecuencia, ante las circunstancias actuales, no queda alternativa distinta para la Sala que la de revocar el fallo de primer grado y, en su lugar, negar el amparo impetrado.  
DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, REVOCA la sentencia del 17 de septiembre del presente año, proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local en la acción de tutela que Luis Alfonso Arbeláez Pinzón le promovió a la ESE Rita Arango Álvarez del Pino en Liquidación.
En su lugar, y debido a la CARENCIA ACTUAL DE OBJETO, niega el amparo impetrado, sin perjuicio de las acciones administrativas o constitucionales que el demandante pueda nuevamente instaurar en su beneficio. 
Notifíquese esta decisión a las partes, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992.

Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Con permiso
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